Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 18 y 9 minutos) 


La Comisión de Medio Ambiente, con la presencia de los integrantes de la Comisión de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, tiene mucho gusto en recibir al Movimiento de Vecinos de 
Empalme Olmos y Cañada Grande, en relación con el vertido de basura a cielo abierto denominado 
Cantera Ferreira, en el departamento de Canelones. 


En su momento se nos hizo llegar una nota firmada por el doctor César Augusto Masina, a los 
efectos de concretar esta audiencia; naturalmente, los recibimos con mucho gusto. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Para nosotros es muy importante que los señores Senadores nos escuchen y 
puedan presenciar el material que tenemos, para que puedan conocer de primera mano nuestra versión. 
De manera que les agradecemos por habernos recibido. 


En primer lugar, quiero decir que nos acompaña un grupo de productores, no solo de la zona 
rural, sino también de la parte urbana, y el equipo jurídico asesor correspondiente, además de ingenieros 
agrónomos y un químico, quienes están colaborando con nosotros en este momento; a su debido tiempo 
se irán presentando. Estaría faltando otro integrante del equipo jurídico, que también está involucrado en 
este tema, pero está en camino. 


Como es por todos conocido, el tema de Cañada Grande ha engrosado el problema que ya 
existía en Empalme Olmos. Se trata de un vertedero que está allí desde hace casi veinte años, que 
comenzó siendo un lugar de depósito de basura, en el que también se quemaba. Sin embargo, debido a 
problemas respiratorios que se empezaron a originar en la población de Empalme Olmos, se decidió 
empezar a verter y tapar la basura. 


En esos momentos, indudablemente la basura era poca, pero hace más de un año se está 
recibiendo toda la basura de Canelones, lo que significa que se vierte un volumen de más de 300 toneladas 
diarias. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Creo que sería conveniente que se le informara a la Comisión la ubicación del 
vertedero y a qué distancia se encuentra de los centros poblados y de los cursos de agua, pues me parece 
que es un elemento muy importante a considerar. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- El vertedero está ubicado al norte de Empalme Olmos, a poco más de un kilómetro, 
si lo midiéramos en base a una línea recta. Cerca de allí tenemos el curso de agua de Cañada Grande, 
que recibe los líquidos del basurero, pasa por gran parte de la ciudad de Empalme Olmos —cruza frente a la 
fábrica de cerámicas Olmos- y vierte en el arroyo Pando, aguas arriba de la toma de OSE. Empalme 
Olmos está situado a 38 kilómetros de Montevideo; concretamente, por la Ruta 8, en la salida de la Ruta 
82, que es la principal entrada. 


SEÑOR APUD.- Simplemente quiero precisar que la distancia en línea recta al centro poblado es de dos 
kilómetros y seiscientos metros hasta Cañada Grande. Se debe tener en cuenta, además, que por la 
topografía del lugar, existe un desnivel de veinticinco metros desde la base del basurero hasta la Cañada, 
por lo cual se mantiene un permanente fluido de elementos lixiviados. En condiciones de sequía se estima 
que se vierten entre cinco y seis mil litros por hora, y más en los días de lluvia. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Como decía anteriormente, el volumen de basura pasó a ser muy grande desde 
hace un año. Los vecinos, que ya venían soportando todo lo que tiene que ver con los olores, las moscas, 
las aves que vienen allí continuamente —como es el caso de las gaviotas— a buscar su alimento, las ratas y 
todo tipo de animales, ahora ven su problema multiplicado varias veces, debido al volumen de la basura. 
Por ejemplo, en el último año se ha acumulado cinco o seis veces más basura que antes. Los vecinos más 
cercanos comenzaron a quejarse, entre otras cosas, porque más de 300 toneladas diarias significan 


muchos viajes por las calles de acceso al basurero. En definitiva, todo esto genera una incomodidad que 
influye en el ánimo de los vecinos. 


Nuestra idea es poder conseguir un lugar donde depositar la basura y que, de una vez por todas, 
se transforme en algo útil, de manera de que no se siga perjudicando el medio ambiente y los cursos de 
agua, tal como ocurre ahora. 


En la siguiente imagen se puede ver lo que segrega el basurero; también se muestran las piletas, 
que son excavadas, sin ningún tipo de protección, cortina o malla aislante. Todo lo que allí se acumula 
indudablemente penetra las capas de agua y, como decía el Ingeniero Apud, se trata de un volumen 
bastante importante porque estamos hablando de 5.000 ó 6.000 litros por hora. Desde un principio se ha 
hecho un muy mal acondicionamiento de la basura porque aun antes de que los vecinos empezaran a 
movilizarse, las bolsas de residuos y demás estaban dispersas por los campos aledaños y colgadas de los 
alambrados, todo lo cual daba un aspecto muy feo al lugar. Luego de que empezaron las movilizaciones, se 
comenzaron a juntar las bolsas y también se empezó a tapar la basura con tierra. 


Sin embargo, esto no tiene nada que ver con lo dicho por parte de la Intendencia Municipal — 
sobre todo con lo que mencionó el Director de Gestión Ambiental— acerca de que se estaban recuperando 
gases, poniendo membranas, que las famosas piletas estaban funcionando y que los líquidos se estaban 
purificando. Nada de esto se ha hecho; simplemente se limpiaron los campos de las bolsas que volaban y 
se tapó la basura con tierra. Por supuesto que el perjuicio existe y los vecinos continúan teniendo las 
mismas preocupaciones que al principio. 


SEÑOR VIERA.- En primer lugar, quiero mencionar un aspecto que no se tuvo en cuenta por parte de la 
DINAMA ni de la Intendencia Municipal de Canelones. Por un lado, las aves están interrumpiendo vuelos 
de la Escuela Militar Aeronáutica e, incluso, produjeron un accidente aéreo en el 2008. Además, se está 
afectando la producción, ya que se ha devuelto mercadería. Cuando los supermercados como Disco o 
Tienda Inglesa visitan la zona, ven un basurero sin control al lado de plantaciones de zanahoria o de 
tomate. Hace años que la zona viene sufriendo debido al polvillo que levantan los camiones, que tapan los 
poros de las plantas, por lo que creo que Empalme Olmos y Cañada Grande ya cumplieron con la sociedad 
de Canelones y con parte de la de Montevideo; ahora queremos buscar una solución sin que toquen tierras 
productivas. Se dice que Uruguay es un país productivo; si es así, este es el momento de demostrarlo y 
por eso estamos aquí. Creo que los señores Senadores, entre todos —aquí están presentes miembros de la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, como el señor Senador Agazzi- deben buscar una solución. 
Si les preocupa que la gente del campo venga para la ciudad y que el campo se quede sin campesinos, 
este es el momento de que el Poder Ejecutivo cumpla con nosotros, con los productores que queremos 
seguir trabajando en la tierra. Si es cierto que tienen un lugar definitivo, no entiendo el motivo por el que 
van a expropiar una propiedad totalmente productiva. ¿Con qué fines van a expropiar 82 hectáreas? ¿Cuál 
es el proyecto que tiene la Intendencia Municipal de Canelones? Hasta el día de hoy no hemos visto 
ninguno, y me parece que es el momento de poner las cosas sobre la mesa. 


Nosotros venimos a buscar respaldo de las Comisiones de Ganadería, Agricultura y Pesca, de 
Medio Ambiente y de Vivienda y Ordenamiento Territorial —personalmente, mandé una carta al Presidente 
de la República y al señor Senador Agazzi- y queremos que no nos fallen; es la oportunidad de que 
ustedes busquen soluciones e intermedien con la Intendencia. Si ellos dicen que no es un lugar definitivo, 
habrá que dialogar. Si mientras tanto siguen pagando un alquiler, los propietarios del campo que quieren 
expropiar les van a dar la oportunidad, pero a la vez es necesario que entreguen el predio para poder 
seguir produciendo. 


SEÑOR APUD.- Nosotros queremos poner esa diferencia en su justo término. Nos parece que no es lo 
más habitual llegar a esta instancia, pero se han ido agotando otros caminos de diálogo porque la 
Intendencia decía que estaba haciendo un manejo óptimo, que no había vertido de lixiviados al medio y 
que había captación de gases; nosotros sabemos que eso no es cierto. Se puede ver que donde termina la 
basura está el límite del campo arrendado y, a partir de ahí, comienza otro campo que ahora quieren 
expropiar, pero que es privado, y en el que la Intendencia comenzó a hacer obras como intruso, porque el 
vertido estaba yendo campo abajo. Antes de llegar a la cañada que llega al arroyo Pando y está a pocos 
kilómetros de la toma de OSE de Pando, pasa por campos con cultivos de zanahorias a cuatro o cinco 
metros. Ustedes pueden ver en el video que se están recolectando zanahorias y, a la vez, la gente de la 
Intendencia está juntando basura en un campo ajeno, que no está arrendado, más allá de que el 


arrendamiento está en conflicto porque hay una acción de desalojo que los abogados después podrán 
explicar mejor; es decir que están trabajando en un campo privado porque el otro se les desbordó. Esto 
sucedió porque no pudieron prever el manejo del predio que originalmente tenían arrendado y porque la 
Intendencia dijo que no tenía interés en continuar allí. La laguna, que era un tajamar pequeño en campo 
privado, es lo que se llama pileta de contención y allí se va juntando el líquido negro que hicimos analizar, 
cuyo resultado evidenció que es altamente contaminante; el químico que nos acompaña podrá explicar en 
detalle. 


Toda la cuenca está involucrada. El tema ambiental es nuevo y no hace muchos años que se 
está tratando. Queremos un estudio acorde y que la Intendencia se dé cuenta de que ese predio es 
ineficiente para la acción que se está llevando a cabo, por su topografía —hoy decíamos que tiene 25 
metros de altura—, por su cercanía a una cañada de la cuenca del Arroyo Pando —que está a 15 kilómetros 
de la desembocadura, en Ciudad de la Costa— porque está debajo de líneas de alta tensión y emanan 
gases y, además, porque está muy cerca de las escuelas que están a 2 kilómetros del pueblo. También 
debemos tener en cuenta el tránsito aéreo, porque hay cientos de gaviotas y en esta dirección está la ruta 
aérea de Carrasco, y en Pando se sitúa la Escuela Militar de Aviación, la EMA. Debemos precisar que en 
esa ciudad no se pueden construir edificios de más de tres pisos porque allí, teóricamente, los pilotos están 
haciendo sus primeras armas. 


Hemos constatado a nivel de los análisis químicos que realmente hay contaminación y, sin 
embargo, la Intendencia no ha tomado cartas en el asunto para poner punto final a esta situación. 
Obviamente, acondicionar otro espacio va a llevar mucho tiempo, por lo que sería oportuno que se 
empezara a estudiar una ubicación alternativa —ya que el terreno puede ser expropiado— pues no tenemos 
idea de cuánto tiempo más va a continuar. 


Por otra parte, el domingo se publicó en la prensa que el Director de Limpieza de Montevideo, 
señor Carlos Piña, dice que la usina de Felipe Cardozo está a punto de colapsar y que no descarta la 
propuesta en conjunto con Canelones, de que sea en el Parque Ambiental de Cañada Grande. Por eso 
queremos que se defina y que, por lo menos, este tema se enmarque en un ámbito de diálogo más amplio, 
ya que creemos que las cosas no se están haciendo bien. Por ejemplo, se instaló una mesa de diálogo con 
las autoridades de la Intendencia y en la segunda reunión, al mismo tiempo que estábamos reunidos, 
entraron máquinas al campo privado para hacer una especie de tajamar nuevo. Hoy, con la gente de la 
DINAMA llegamos a la conclusión de que hacer un tajamarcito es una especie de parche, porque no va a 
solucionar todas las hectáreas que ya están enterradas por tanta basura. Cuando se hizo este basurero, se 
vertía de Pando y Empalme Olmos, pero ahora es todo Canelones, es decir que se trata de la basura de 
más de 500.000 personas. El problema se ha agravado y creemos que el predio ya no soporta más esta 
situación. 


SEÑOR PELLIZZA.- Se puede pensar que la gente no quiere que los residuos estén allí. El hombre, como 
tal, genera residuos, y eso se debe tratar para minimizar el impacto. Si bien la gestión de recolectar, 
clasificar y minimizar parte de los residuos se cumple en algunos sectores, el vecino queda tranquilo 
porque “ya se llevaron su bolsita de basura” y desaparece de su alcance. Entonces ¿qué pasa? Estamos 
todos tranquilos y nadie sabe qué está ocurriendo porque el problema queda fuera de su vista, pero resulta 
que la parte más importante del sistema de gestión de residuos urbanos es, precisamente, la disposición 
final descartando, naturalmente, que se estén depositando allí también residuos industriales, lo que sería 
otro tema. 


Actualmente existen a nivel mundial gran cantidad de alternativas para tratar los residuos 
urbanos como, por ejemplo, la que se ha planteado aquí de hacer un relleno sanitario. Sin embargo, para 
lograr esto hay que hacer un estudio previo muy exhaustivo que tenga en cuenta las distancias a centros 
poblados y a escuelas, la circulación de las corrientes de agua, la existencia de cultivos, los tipos de suelo, 
etcétera, lo que implica la colaboración de técnicos de varias disciplinas que aporten al tema. Finalmente, 
debe ser aprobado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a través de la 
DINAMA. 


En este caso no se hizo nada de eso; se comenzó con el arrendamiento de una cantera por parte 
de la Intendencia, que acordó con el propietario del campo que tiraría allí solamente la basura domiciliaria 
proveniente de Empalme Olmos. Pero como todas las cosas, esto empezó a crecer y, actualmente, se tira 
allí la basura de todo Canelones. A su vez, como señalamos, no se hizo un estudio previo del lugar —por lo 


que ya se comenzó mal-— y, si dejamos que la situación siga creciendo, no habrá forma de solucionarla. 
Debemos tener en cuenta que el proyecto de un relleno sanitario implica disponer de un suelo 
impermeable  —agregando capas de membrana- y acondicionarlo, estableciendo captores de los gases 
que se producen en el lugar para juntarlos y proceder a su tratamiento. No se trata simplemente de instalar 
un caño para que el biogas salga hacia fuera, porque estaríamos en la misma situación. También deben 
colectarse y tratarse los lixiviados y no dejarlos simplemente correr hacia el campo. Reitero que para elegir 
la zona se requiere hacer un estudio previo muy completo que aquí se obvió. Entonces ¿por qué nos 
arriesgamos a que esto siga creciendo sin posibilidad de soluciones definitivas? 


Estos son los motivos por los que nos oponemos a la existencia de desechos de este tipo en la 
zona. Hicimos análisis de lo que sale de allí y queda demostrado que lo que entra y lo que sale de los 
tajamares que existían en el lugar —-y que se dice que son utilizados como piletas de tratamiento— tienen 
prácticamente la misma composición. Los residuos tratados así, ineficientemente, corren luego hacia la 
Cañada Grande -donde se detectan valores puntuales de contaminación— y terminan en el arroyo Pando 
que, quizás por dilución, no tenga cifras de relevancia en ese sentido. De todos modos, tenemos que 
evitarlo y, al respecto, nuestra iniciativa pretende que no se tiren más residuos allí, pero estudiando 
previamente un lugar acorde para depositarlos de modo que, una vez establecido, se corte la llegada a 
esta zona. Tenemos que ser conscientes de lo que queremos, que es preservar el medio, por lo que hay 
que esperar a que se hagan los estudios previos en el lugar. 


Redondeando lo que se venía señalando, quiero decir que este no es un problema solo de 
Cañada Grande o de Canelones, sino que compromete a todo el territorio de la República, y esta es una 
buena oportunidad para enfocar el tema a nivel nacional y hacer las cosas bien, pensando en un país 
productivo y natural. 


SEÑOR MASINA.- Quiero agradecer que nos hayan recibido en la tarde de hoy. Voy a complementar 
algunas cosas que se señalaron anteriormente. 


En primer lugar, quiero señalar que esto empezó en el año 1993 con un contrato de 
arrendamiento entre el propietario, en carácter de arrendador, y la Intendencia Municipal de Canelones, 
como arrendataria. Este último tiempo tuvimos que hacer gestiones porque esta Intendencia había dejado 
de pagar los arriendos, sin perjuicio de que esta situación parece que tiende a solucionarse. 


En segundo término, el contrato de arrendamiento prevé la situación de que ahí solamente se 
pueden verter residuos sólidos de origen urbano y doméstico. Actualmente, las autoridades de la DINAMA 
nos mencionaron —a través de la Ingeniera Mariza Mallo— que allí se están vertiendo desechos industriales, 
concretamente, de IPUSA y de CONAPROLE. Hoy al mediodía, la Ingeniera que acabo de mencionar nos 
señaló que estos desechos son asimilables a residuos de origen doméstico. También le preguntamos si 
había algún tratamiento o clasificación de estos residuos, a lo que respondió que no se hace nada. Lo 
único que tiene la Intendencia es una casilla —como las de la Policía de proximidad— con un funcionario; 
también hay un horario, pero no hay cartel que así lo indique. Los vecinos que viven allí han observado 
que se vierten residuos de lunes a domingos a toda hora, incluso, en la madrugada; es decir que no hay 
control de nada. Tampoco ha habido, en diecisiete años de vertidos, ninguna intervención de la DINAMA en 
este sentido. La primera intervención técnica que se conoce de la DINAMA fue a causa de la protesta de 
los vecinos. Al respecto, hay un primer informe con fecha 19 de mayo de este año, que expresa que el 
manejo es aceptable. Esto origina una resolución ministerial por la cual la DINAMA intimó a la Intendencia 
Municipal de Canelones a proceder al desbloqueo de la entrada causado por las medidas de protesta de 
los vecinos, y que en un plazo de 48 horas se retomara el vertido. 


Por otro lado, la Intendencia, en los antecedentes administrativos, habla de ese lugar como de 
“vertedero a cielo abierto”, pero en nuestro sistema jurídico no existe definición legal al respecto; también 
se refiere a relleno sanitario con total ligereza, lo que tampoco está definido a nivel legal. Entonces, ni una 
cosa, ni la otra. Tampoco se cumplió con ninguna de las normativas que el Derecho Comparado indica 
sobre el manejo de los rellenos sanitarios; por ejemplo, no existió un plan de manejo operativo, no se 
conoce un reglamento, no hay clasificación previa, durante, ni posterior de la basura. Se ha dicho que la 
Intendencia Municipal de Canelones en el Parque Roosevelt, así como en otros puntos del departamento, 
realiza una clasificación mediante cooperativas de trabajadores, lo que no tiene ningún tipo de relevancia 
en el tema. 


Cabe agregar que no se ha realizado ningún estudio de napas freáticas, de contaminación de los 
productos, ni de los gases que se emiten; no hay estudios de absolutamente nada. Los vecinos extrajeron 
dos tandas de muestras de agua de la microcuenca de primer impacto, del sitio de disposición final. La 
respuesta que hemos recibido, tanto del Gobierno Departamental, como de la parte de gestión ambiental, 
es que no se contamina, y cuando procedimos a comparar algunos de los resultados, nos encontramos con 
que los últimos análisis que realizó la Intendencia en mayo de este año están a estudio, o sea que todavía 
no están los resultados y, además, fueron extraídas de puntos de muestreo diferentes a los utilizados por 
los vecinos. Por otro lado, no existen muestreos del último tajamar, o sea, del punto de salida, sino que los 
que hay son de Cañada Grande, de aguas arriba del vertedero y de aguas abajo del arroyo Pando. Es decir 
que del primer impacto de la microcuenca no hay absolutamente nada. 


Se requeriría una planta de tratamiento primario, secundario o terciario de las aguas, pero no la 
hay ni se habla de que la vaya a haber. En el informe de la DINAMA -ante la cual planteamos un reclamo el 
miércoles de la semana pasada con respecto a ese punto y todavía no ha sido contestado, y del que 
incluso creo que los señores Senadores han recibido una copia— se habla de que esos tajamares son 
piletas de impacto de tratamiento biológico. Allí no hay membrana de ningún tipo, ni geomembrana, ni 
absolutamente nada. Desde el punto de vista medioambiental son demasiadas las desprolijidades que hay 
con respecto a esto. Básicamente, los vecinos no están de acuerdo en otorgar la figura de la licencia social 
a este tema, y tampoco existe un compromiso claro de parte de las autoridades municipales en cuanto a 
qué hacer con esta problemática. En concreto, se nos transmite que esto puede insumir uno, dos o tres 
años, y que debe haber una solución a corto, mediano y largo plazo. La solución a mediano plazo podría 
implicar, eventualmente, otro sitio de disposición final con un estudio de impacto ambiental que, es bueno 
destacar, allí no se hizo. 


Cabe señalar que sin perjuicio de que esta situación preexistía a la Ley N* 16.466 de Impacto 
Ambiental, nada obsta, según el último artículo, a que pueda ser sometida a lo que ésta establece. 
Tampoco hubo un estudio de impacto ambiental cuando, en 2007, se cerró Cantera Maritas, en Las 
Piedras, donde se vertían todos los residuos del eje de Ruta 5. En realidad, se pasó a verter en otro lugar, 
reitero, sin estudio de impacto ambiental. Hoy al mediodía, estando en el predio, preguntamos a la 
Ingeniera por qué no se convocaba a la COTAMA, la Comisión Técnica Asesora de Medio Ambiente, y 
directamente nos dijo que eso no iba a servir para nada, que la COTAMA no resuelve absolutamente nada. 
Ante esto, le hicimos notar que se trata de una Comisión Asesora en la cual los representantes de la 
sociedad civil pueden ser escuchados, pero su respuesta fue algo así como: “Y, bueno, si quieren dirigirse, 
dirijanse”, como laudando el tema. 


En definitiva, sentimos que es más de lo mismo. Se nos dice que es un proceso largo y complejo, 
que se requiere llamar a licitación y que este trámite puede llevar uno, dos o tres años. 


Aquí deseo hacer una centralización del tema que me parece es medular y que creo que no ha 
sido entendido por el Gobierno Departamental de Canelones ni por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. En concreto, me refiero al artículo 47 de la Constitución de la República que 
dice: “La protección del medio ambiente es de interés general. Las personas deberán abstenerse de 
cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación graves al medio ambiente. La ley 
reglamentará esta disposición y podrá prever sanciones para los transgresores”. El mismo artículo también 
agrega que toda autorización, concesión o permiso que vulnere las disposiciones anteriores debe ser 
dejada sin efecto. Sin embargo, acá se habla de formar una Comisión de Seguimiento —para la cual se nos 
convoca para el día de mañana- a fin de ver qué mejora podemos hacer sobre lo que está. Pero no basta; 
esto debe terminarse; no pueden seguir volcando residuos allí. No puede ser que la propia Intendencia esté 
contaminando el medio ambiente. Obviamente, en los espacios intermedios, en los mano a mano, cuando 
hablan con nosotros, reconocen la situación, pero en los medios de prensa, tanto el señor Intendente como 
el Secretario General de la Intendencia Municipal de Canelones dicen otra cosa: que hay que invertir, que 
es necesario llamar a licitación pública, que debe existir una inversión privada, una concesión de obra 
pública, etcétera. Se trata de soluciones a futuro. Piden a los vecinos un voto de confianza, de crédito y 
convocan a trabajar en conjunto, pero como decía el Ingeniero, mientras estábamos conversando 
ingresaban las máquinas en forma intrusa, y esto quiero aclararlo. Estamos hablando de que la Intendencia 
tiene arrendados dos padrones rurales y ha ocupado un tercero en forma —tal como se dice jurídicamente— 
clandestina. Esto significa: yo pateo la puerta, me meto en su casa y me quedo adentro. 


SEÑOR CHIRUCHI.- ¿Y el dueño que dice? 


SEÑOR MASINA.- Ni el dueño anterior ni el actual han consentido esa situación. Es más: esa tarde, 
cuando estábamos negociando en la Junta Local de Pando, tiraron una portera —los invitamos a verla 
porque todavía están las huellas de la máquina— y dos tajamares más. Obviamente hicimos la denuncia en 
el Juzgado Penal de Pando ante el doctor Álvarez, quien nos dijo que ese era un tema de la justicia civil 
porque se estaba discutiendo el tema de la propiedad. 


La Intendencia ha dicho que el tema de las expropiaciones ya está laudado; sin embargo, 
estamos muy lejos de eso. Recién estamos en las primeras de cambio de un juicio de toma urgente de 
posesión colmado de irregularidades y con violaciones de todo tipo de la garantía del debido proceso por 
parte de la Justicia de Pando. Son cosas muy fuertes; no estamos discutiendo si es gris o negro. 


Desde agosto de 2008 contamos con la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, 
que en sus artículos 72 y 73 habla de la participación social y ciudadana en la elaboración de los 
instrumentos de ordenamiento territorial en materia local, regional y nacional. Los vecinos nunca fueron 
convocados para esto. Es una situación impuesta en el medio de una zona cuya producción es remitida al 
área metropolitana y al resto del país. 


SEÑOR AGAZZI.- Quiero decirle al doctor Masina que recuerdo muy bien el caso de las piletas de El Pinar, 
que tuvo un resultado muy exitoso por parte de los vecinos, y su desempeño fue muy bueno porque le 
ganaron un juicio a la Intendencia. 


SEÑOR MASINA.- Muchas gracias. 


SEÑOR AGAZZI.- Leímos la versión taquigráfica sobre la comparecencia de ustedes en la Comisión de 
Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de la Cámara de Representantes y hay un capítulo que tiene que ver, 
entre otros aspectos, con los problemas de propiedad del suelo, de los arrendamientos, de los propietarios 
y de la expropiación, que aquí se mencionaron con relativo detalle. Asimismo sé que están presionados por 
las circunstancias y que están nerviosos porque vienen a dar sus puntos de vista y, en ese sentido, la idea 
es que en un clima de tranquilidad puedan explicarnos todo esto y así entenderlo mejor, ya que nosotros no 
estamos involucrados en ese problema. 


SEÑOR MASINA.- No sé de que tiempo disponemos; por eso tratamos de explicar el problema muy 
sintéticamente. Desde el punto de vista legal, el tema de la expropiación no está separado del asunto de la 
contaminación. En la reunión celebrada en el mes de mayo en la Junta Local de Pando, planteamos la 
posibilidad de ir a ese ámbito de participación con una agenda abierta para discutir todos los temas. El 
Secretario General de la Intendencia nos dijo: “Yo acá no estoy para discutir el tema jurídico; lo harán en 
otro ámbito. Mandaré a mis abogados. Se discutirá aparte y yo a esa reunión no vendré. Eso lo tengo que 
discutir con los particulares”. No es así, porque la expropiación es un instrumento jurídico para que la 
Intendencia pueda quedarse con esos predios; estamos hablando de, aproximadamente, 72 hectáreas. 


En el año 2007, mediante una resolución de la Intendencia Municipal de Canelones —resolución 
que el Ejecutivo departamental no informa a la Junta Departamental- se le comunica al dueño anterior que 
se operaba la situación del artículo 1.790 del Código Civil. ¿Qué significaba eso? Simplemente, que el 
particular podía iniciar las acciones legales para obtener la devolución del predio. Luego de ello se realizan 
negociaciones en las que la Intendencia trata de comprar el predio al arrendador por un tercio de lo que 
realmente vale, pero no se llega a un acuerdo. Frente a esa situación, en el segundo semestre del año 
2008 el particular inicia una acción de desalojo. A su vez, también a fines del año 2007 y principios del 
2008, se produce el cierre de la Cantera Maritas en Las Piedras por ser un vertedero a cielo abierto que 
estaba colapsado, y toda la basura del eje de la Ruta 5 se vierte en Empalme Olmos. Para entonces, el 
paraje conocido como Cantera Ferreira no estaba previsto. Estamos hablando de 300 a 400 toneladas 
diarias de basura, y a eso se suma lo que ya se vertía del eje de la Ruta 8 y se pretende ampliar a lo que 
se recoge de toda la costa. Además, se cierra un vertedero en Migues y otro en San Ramón. Hoy Cañada 
Grande es el único sitio de disposición final de toda la basura del departamento de Canelones. 


En todo este contexto, los hechos continúan de la siguiente forma. En agosto de 2008 se 
sanciona la Ley de Ordenamiento Territorial, cuyo artículo 66 prevé que las Intendencias tienen la 
posibilidad de ejercer el derecho de prioridad o preferencia ante la compra de cualquier bien inmueble, so 
pena de nulidad absoluta si no se solicita previamente el permiso correspondiente. 


La Intendencia Municipal de Canelones, vía expediente administrativo -que tampoco es informado 
a la Junta Departamental-— saca una resolución genérica: un acto administrativo en el que se establece que 
todos los bienes inmuebles del departamento de Canelones están fuera del uso del derecho de prioridad 
que consagra la Ley de Ordenamiento Territorial; es decir, “no me vengan a preguntar”. Aquí están incluidos 
los predios que hoy se pretende expropiar. ¿Qué está diciendo la Intendencia? Dice: “No voy a comprar 
nada; ni estos ni otros.” Esa es la interpretación jurídica. 


Entonces, ante esa situación que genera este acto administrativo, ante la falta de acuerdo entre la 
Intendencia y el particular, en agosto de 2009 este último realiza una promesa de compraventa con otro 
particular, con la inscripción definitiva en el Registro de Pando. Esta situación no era conocida por la 
Intendencia Municipal de Canelones al momento de iniciar el expediente administrativo previo que exige la 
Ley N* 3.958 de Expropiación de Bienes Raíces. 


El expediente administrativo es iniciado en setiembre de 2009. A fines de setiembre y principios de 
octubre de 2009, el Ejecutivo comunal, la Intendencia, remite a la Junta Departamental la solicitud de 
anuencia para proceder a la toma urgente de posesión y la designación, como acto previo, para ser 
expropiado. No se trata de la expropiación, sino de un acto previo. 


En noviembre de 2009 se le concede la anuencia y, a nuestro criterio, se le oculta información a la 
Junta Departamental. Cuando fuimos a exponer, hace dos viernes, no conocían estos datos. Reitero que la 
Junta Departamental concede la anuencia en la forma en que se le pide, y el 3 de diciembre, en función de 
esa anuencia, el Ejecutivo comunal dicta el acto administrativo por el cual se ordena proceder a las 
acciones judiciales de toma urgente de posesión y la designación de los tres padrones a ser expropiados. 
Se actúa de esa forma, y ahí hay otro vicio, porque en los considerandos de la solicitud de anuencia se 
hace referencia al señor Euclides Ferreira, y cuando se va a ejecutar la resolución de la toma urgente de 
posesión, de 3 de diciembre de 2009, el predio ya pertenecía a otro. Quiere decir que la anuencia se 
concede de una forma y se ejecuta de otra, en una clara situación de desviación de poder. 


Recién en febrero de 2010 la Intendencia advierte este problema cuando uno de sus escribanos 
saca información registral del Registro de Pando. Allí se da cuenta de que los bienes a ser expropiados no 
pertenecían a la persona que se pensaba en un primer momento. La designación se inscribe simplemente 
a los efectos de la publicidad, como lo indica la Ley de Registros. El 26 de abril, en forma totalmente 
defectuosa, se notifica de la existencia de todo este procedimiento al promitente comprador y al 

promitente vendedor, y el 29 de abril —tres días después—, en el Juzgado Letrado de 5* Turno de Pando, 

lisa y llanamente se inicia la toma urgente de posesión. Entonces, el 26 de abril se abren los denominados 
plazos de manifiesto, de 8 días corridos —para lo cual no se esperó-— y los plazos para recurrir, de 10 días 
corridos, tal como lo señalan los artículos 309 y siguientes de la Constitución. Ahora bien, sin esperar todo 
esto, la Intendencia inicia la toma urgente de posesión. 


El día 6 de mayo presentamos tres recursos administrativos frente a la Junta Departamental y al 
Ejecutivo comunal de Canelones, a través de los cuales respondemos a los plazos de manifiesto, nos 
oponemos al precio que allí se pretende fijar y también comparecen los vecinos, pero nada de eso se 
contestó y se hizo tabla rasa. Es más: el mismo día —el 21 de mayo- que nos atendió por primera vez el 
Intendente en la Junta Local de Empalme Olmos, también el expediente administrativo pasó por catorce 
secciones hasta llegar a la de financiero contable. Los particulares, sin ser notificados, presentamos dos 
escritos que fueron retenidos en bandeja; no fueron proveídos. El Juzgado de Pando dictó una resolución 
el 7 o el 10 de mayo —no lo recuerdo bien— por la cual ordena la apertura de una cuenta a la orden del 
Juzgado, bajo el rubro de autos, en el Banco República de Pando, para el depósito del precio provisorio, y 
le entrega el oficio a la Intendencia. Paralelamente a esto, se estaba diligenciando en el Juzgado de Paz 
Departamental de Pando el juicio de desalojo. Quiere decir que había dos juicios al mismo tiempo. 


En esa resolución, inédita y sin fundamento jurídico, porque no señala la norma en que se basa, 
se dicta un exhorto a la Jueza Letrada de Paz para que deje sin efecto el lanzamiento que estaba fijado 
para el día 24 de mayo a las 14 horas. El viernes 21 de mayo se envía el oficio a la Intendencia y la Jueza 
accede resolviendo como se solicita. En el juicio de desalojo normal, basado en la Ley de Alquileres, se 
había configurado cosa juzgada. Esta es una norma de orden público que va más allá de la autonomía de 
la voluntad de las partes. De hecho, con la suspensión indefinida e ilegítima del lanzamiento, la Intendencia 
obtiene una posesión de hecho, donde se cambia lo que se llama el “ánimus de mera tenencia” —por ser el 
arrendatario- a poseedor de hecho y en forma anticipada, sin cumplirse con las premisas que establece el 


artículo 224 de Ley N* 17.930, es decir, la Ley de Presupuesto pasada. ¿Y qué se establece allí? Entre 
otras cosas, que el Juez debe verificar el acto administrativo. ¿Qué quiere decir esto? Hay jurisprudencia y 
doctrina que sostienen que para poder iniciarse la toma urgente de posesión se tuvo que haber agotado 
previamente la vía administrativa; esto es, que se tuvieron que presentar los recursos —lo cual hicimos— y 
contestarlos por sí o por no, para una vez llegada esa etapa poder iniciar la toma urgente de posesión. Aquí 
se está cuestionando la legitimidad del acto administrativo y, sin estar firme, no se ha contestado nada; se 
han violado todas las garantías del debido proceso y se ha generado una clara situación de indefensión en 
disfavor de los particulares y a favor de la Intendencia. 


Hemos puesto estas cosas por escrito; por lo tanto, no estamos diciendo nada que no sepan los 
Jueces. Hemos entablado dos acciones de nulidad, ya que entendemos que han perdido independencia 
técnica. Además, se están inmiscuyendo en la jurisdicción especializada. Una cosa es un juicio de desalojo, 
en el cual la Intendencia no se defendió en tiempo y forma, y otra, un juicio de toma urgente de posesión. 
Por vía oblicua se pretende, mediante este último, pasar por encima de todo. 


Creo que además del tema contaminación, hay otros elementos a considerar. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Recién se estaba haciendo referencia a todo lo que tiene que ver con el tema de la 
propiedad de la tierra y del suelo, pero creo que eso no constituye el centro de todo esto. Existe una ley 
que cuida y protege todo lo que tiene que ver con lo ambiental, y la obligación de la sociedad toda, incluido 
el propio Estado, nosotros mismos, es cumplirla. 


Como ustedes saben, he tenido una experiencia de muchos años al frente de un Gobierno 
Departamental, y hace unos instantes conversaba con otro señor Senador que también fue Intendente, en 
este caso de Rivera, por diez años. El meollo de todo esto no es el tema de la propiedad, sino saber si 
existe un proyecto y un estudio ambiental de uso del suelo, como así también de ordenamiento territorial. 
También hay que saber si ese estudio ambiental considera el volumen y el tipo de residuos que se va a 
recibir, es decir, si son domiciliarios, orgánicos, etcétera; los hay también industriales, peligrosos, donde 
hay responsabilidad hasta de la propia industria. 


Les puedo mencionar un tema que todos debemos recordar y que tiene que ver con DIROX, 
empresa que todavía no tiene una solución para la gestión y disposición final de los residuos industriales 
peligrosos. Con la autorización de la DINAMA, los están recibiendo y acopiando en el propio predio, con las 
garantías a que obliga esa Dirección. 


Como Intendentes, tenemos alguna experiencia en el tema vertederos —en nuestro departamento 
tenemos dos de ellos— y sabemos que el proyecto de vertedero fue sometido al estudio de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente, incluso, con determinados requerimientos. Nosotros tenemos un vertedero 
perimetrado de 22 hectáreas, con una fosa que tiene una vida útil de 20 años y ya lleva 3 ó 4 de existencia. 
Allí se promueve el relleno sanitario, por lo que debemos tener tierra vegetal disponible y el movimiento de 
una máquina bulldozer en el sitio. Nuestros invitados mencionaban a la Ingeniera Marisol Mallo, quien 
estuvo presente como funcionaria del Ministerio, junto con otros Ingenieros. Precisamente, recién le 
comentaba al señor Senador Viera, que en aquella instancia se nos obligó a instalar doble geomembrana — 
no recuerdo el espesor— como forma de proteger la napa freática. En este caso, no está pasando por esta 
situación el Acuífero Raigón, que es un potencial de agua que tiene el país y nuestro departamento. 


Creo que se debería estudiar el vínculo con la sociedad civil y realizar audiencias públicas como 
manera de conseguir el consenso para este proyecto, porque tal como nuestros invitados decían al 
principio, este es un tema que debemos asumir como un problema que tiene la sociedad. 


También se debe tener en cuenta la distancia de los centros poblados y el tema de las lagunas de 
oxidación. Me refiero a que se tendría que hacer un análisis frecuente del vertido de la última laguna, y el 
caldo que queda del desecho domiciliario, industrial, etcétera, no debería ser lixiviado; ese vertido debería 
ser agua, no potable, pero sí tratada. 


Además, está el tema del volumen. Sinceramente, me asusta cuando se habla de más de 300 
toneladas. En la ciudad de San José depositamos entre 20 y 25 toneladas todos los días. Este es un tema 
muy sensible respecto al ambiente y muy comprometido con el recurso tierra, el recurso suelo, el recurso 


aire, el recurso hídrico y con lo que tiene que ver con la napa freática. En otras palabras, esto tiene relación 
con que no haya geomembrana; con que haya un arroyo; con que el depósito de basura está en un 
repecho y en una zona alta; con el tipo de suelo que tenemos debajo —si no hay arcilla— y con la situación 
de los pozos artesanales del entorno, porque OSE no llega a todas partes, y mucho menos en el medio 
rural. En definitiva, hay que analizar qué pasa con la calidad del agua, que es un tema importante. 


En lo personal conocía algo a través de la prensa, pero como Intendente Municipal tuve la 
experiencia de rechazar un proyecto. En su momento me enteré por los medios de prensa y enseguida 
hablé con algunos vecinos telefónicamente, porque una consultora alemana, junto con consultores 
uruguayos, estaba proyectando un vertedero de residuos domiciliarios e industriales y de disposición final 
para residuos industriales del área metropolitana, que incluía San José. Pienso que el país se merece tener 
un lugar de gestión, depósito y tratamiento de residuos industriales, cosa que actualmente no existe en el 
Uruguay. Lo que hacemos es barrer la basura para abajo de la alfombra, como se dice vulgarmente. 
Fíjense los señores Senadores de qué temas y de qué situaciones estamos hablando. 


El tema de la propiedad del terreno no es lo importante; sí lo es la localización de un vertedero. 


Agradecemos la información que nos han suministrado y la estudiaremos oportunamente. Aclaro 
que algunos de nosotros somos integrantes de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial, pero la 
Comisión de Medio Ambiente nos ha invitado a participar en este encuentro y hemos concurrido porque es 
nuestra obligación, pero también porque nos interesa enterarnos de este tema y saber la verdad. En 
principio, me interesaba concurrir al lugar, pero luego de recibir esta información me parece que eso ya no 
es necesario. Por cierto, esto que tienen tan cerca es una bomba de tiempo. 


Otro tema importante es el que tiene que ver con la clasificación de los residuos, en cuyo caso 
habría que buscar un mecanismo para clasificarlos en el sitio y, si es posible, en el propio vertedero. Para 
eso se deberían instalar boxes o una gran planchada de hormigón, porque es evidente que todo se mezcla 
y va a parar a ese lugar. 


No sé cómo se están manejando los residuos sanitarios, los de Salud Pública y de los hospitales 
en general; esto representa otro lío más. 


Reitero el agradecimiento por la información brindada sobre este tema que tanto nos preocupa, 
que nos apasiona y que a nuestro entender compromete el futuro. 


SEÑOR APUD.- Quiero decir algo vinculado a los comentarios del señor Senador. El asunto es que 
estamos dando vueltas en torno a una serie de irregularidades que no son lo importante; el tema es si se 
contamina o no. Cuando se habla de la propiedad, lo que se quiere dar es una muestra de cómo no se 
tomó en cuenta el transcurso del tiempo, es decir, no se previó que se terminaba un terreno y se pasaba a 
otro. Si uno se fija, por ejemplo, en Google Earth, en una imagen de 2004 se pueden ver tres piletas en fila, 
con un pequeño basurero, y que el agua va decantando en algo que se puede tomar como un modelo 
bastante apropiado. Pero la realidad es que ese volumen se incrementó hace tres años y esto determinó 
que se hayan colmatado esas lagunas que estaban en el predio que gestionaba la Intendencia Municipal y 
que sus vertidos fueran a parar a un tajamar que estaba del otro lado de la alambrada. 


Por eso, reitero, el punto es si hay contaminación o no. 


En cuanto a las napas, sugeríamos que hay zonas del departamento que están a 10 kilómetros de 
distancia —todo lo que es la parte este de la Ruta 11—, donde no hay producción granjera, porque hay otros 
materiales que no son tan permeables; es una zona de cerros en la que no hay mucha gente. Es más, en la 
parte habitada de la cuenca del arroyo Pando no hay tomas de OSE, líneas de alta tensión ni tampoco 
rutas aéreas. Esto es apenas a 10 kilómetros más, una zona donde hay grandes campos ganaderos y 
otros destinados a la forestación. Como se mencionó anteriormente, en estos proyectos habría que 
arrancar de cero porque no se puede seguir dando vueltas y poniendo parches. En la imagen se ven unos 
tanques que, según se decía, servían para captar gases, pero se cayeron; es tan poco serio el manejo que 
no da para seguir hablando del tema. 


SEÑOR PELLIZZA.- En lo que respecta al tema del tratamiento final, debo decir que hay muchas opciones 
y una de ellas es, precisamente, el relleno sanitario, que implica el uso de una buena membrana, porque 
los productos de fermentación de la basura producen cierto tipo de ácidos que se van disolviendo con el 
agua, se filtran y se escapan del lugar. 


De todas formas, y para ir un poco más allá en el tema, queremos decir: “¡Basta de insistir con 
este lugar!” No se puede continuar en un área donde no se ha hecho ningún tipo de estudio ni tiene 
seguridad alguna. Se podría comenzar con el estudio del relleno sanitario o la quema controlada, tipo 
pirólisis, etcétera. En realidad, hay muchos temas que se pueden analizar y por ello quisiera dejar a los 
señores Senadores un estudio que he realizado donde constan las generalidades de lo que está 
sucediendo y un análisis comparativo con lo que establece el Código de Aguas. En este punto quiero 
recalcar que los análisis que se hicieron fueron a costa de los productores de la zona, ya que estamos 
planificando la realización de un estudio del riesgo que implica vivir allí en lo que respecta a la salud. Se 
trata de un estudio muy costoso del impacto ambiental que estaría a cargo de un laboratorio privado 
debidamente registrado y acreditado por la DINAMA. Lo cierto es que nos presentaron un proyecto con un 
muestreo a un año, mes a mes, que representa costos muy altos para los productores. Hasta el momento 
nunca se hizo algo de este tipo, pero tenemos que evaluar si vale la pena invertir en eso. Sabemos que se 
está contaminando y no queremos gastar dinero ajeno —que mucho les cuesta a los productores de la 
zona- en algo que tal vez no se concrete. 


SEÑOR BORDABERRY.- Al igual que el señor Senador Chiruchi, integramos la Comisión de Vivienda y 
Ordenamiento Territorial, no la de Medio Ambiente; por ello vamos a tratar de enfocar este tema desde 
nuestro punto de vista, comprendiendo y valorando la situación que están viviendo. 


Hemos escuchado con mucho respeto las exposiciones que han realizado los integrantes de la 
delegación que hoy nos visita, pero debemos decir que en muchos aspectos no podemos intervenir, ya que 
nos lo impide la Constitución de la República. Me refiero, por ejemplo, a los casos presentados ante el 
Juzgado de Paz de Pando, a los desalojos o al procedimiento administrativo de expropiación. La Carta 
establece una separación en el accionar entre el Poder Legislativo —-que integramos— y el Poder Judicial. 
Por ello, reitero que comprendemos su posición y podemos opinar, pero no tomar acción alguna para torcer 
los fallos judiciales, ya que en nuestro ordenamiento jurídico existen los recursos correspondientes y la 
posibilidad de hacer denuncias ante la Suprema Corte de Justicia. 


En lo que refiere al medio ambiente, dejamos el asunto en manos de la Comisión correspondiente. 


Quiero aclarar que tampoco podemos tomar acciones que correspondan al Poder Ejecutivo, pero 
sí hacer un seguimiento y, eventualmente, hacer valer responsabilidades previa señalización de los errores 
O llamados a Sala de los Ministros a fin de que cumplan con su tarea correctamente, si es que todos 
entendemos que se equivocaron. 


En ese sentido, la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible establece dos ámbitos 
que consideramos importantes y uno de ellos apunta a establecer directrices, por parte del Ministerio 
respectivo, a nivel nacional. Se trata de la Ley N* 18.308, que establece obligaciones, incluso para el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Además, en situaciones como esta, 
muchas veces no solo exige un plan de impacto ambiental, sino también un plan de impacto en la zona, y 
pienso que sería bueno saber si se ha hecho para un emprendimiento de este tipo. Obviamente, la Ley es 
posterior al comienzo del vertedero en Cañada Grande y no hay una previsión expresa para lo que ya 
estaba en funcionamiento. Sin embargo, dada la connotación legal a que ustedes hicieron referencia, de 
que aparentemente se terminó una forma de ocupación como arrendatario y comenzó otra como 
promitente expropiador, quizás nos ayudaría saber si ha habido algo de eso para actuar frente al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a través de la Dirección de Ordenamiento 
Territorial. 


Por otra parte, la Ley es muy clara cuando establece la obligación de las Intendencias —a través 
de sus Juntas Departamentales y siguiendo un procedimiento de audiencias públicas— de categorizar los 
distintos suelos, fijando qué tipo de actividades se pueden realizar en cada uno de ellos. No me quiero 
convertir en abogado de ustedes, pero sí quiero hacerles ver que la Ley categoriza a los suelos como 
rurales, suburbanos, urbanos y potencialmente transformables, y establece claramente qué tipo de 
actividad se puede desarrollar en cada uno de ellos. Notoriamente, este tipo de actividad no se puede 


realizar en zonas urbanas ni rurales. A su vez, el artículo 1% de la Ley dice que la norma es aplicable no 
solamente a los ciudadanos o personas físicas, sino también y en especial a todas las instituciones del 
Estado. Por lo tanto, si nos pudieran suministrar toda esa información, nosotros podríamos pedir al 
Ministerio del ramo —de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente— a través de la Dirección de 
Ordenamiento Territorial, que nos informe cómo ha sido catalogado éste y, si se está desarrollando una 
actividad que no es la correcta, también podríamos pedirle que intervenga en el cumplimiento de las 
normas legales hoy existentes. 


Reitero que el ámbito de actuación de nuestra Comisión pasa exclusivamente por lo relativo al 
ordenamiento territorial y —si ustedes nos pueden suministrar la información necesaria— por solicitar al 
Ministerio del ramo que actúe. Obviamente que lo tiene que ver con el ambiente lo dejamos a la Comisión 
de Medio Ambiente. 


SEÑOR VIERA.- No sabría contestar con exactitud si están vertiendo residuos hospitalarios, pero la 
Intendencia tampoco dice quién recibe la basura de todos los consultorios odontológicos del departamento 
de Canelones. Digo esto porque, cuando se saca una muela, por ejemplo, también se produce residuo 
hospitalario. No sabemos dónde está el control y no creo que el camión vaya por cada consultorio. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Ya que el señor Senador Chiruchi mencionó el tema, quiero decir que creo que de 
los aquí presentes soy el único al que le tocó vivir las dos experiencias: la del megabasurero para la zona 
metropolitana y la actual. 


Indudablemente, en el tema del megabasurero, la consultora alemana que hizo la prospección de 
más de un lugar y definió esa zona para su instalación, equivocó los procedimientos utilizados. En ese 
momento vimos cuáles habían sido los elementos que no permitían encarar un emprendimiento de ese tipo 
y cuáles eran los valederos para hacerlo, para demostrar que se habían equivocado de cabo a rabo y que 
lo que decían no era aplicable a ese lugar; fue simplemente eso. Ellos decían que había elementos que no 
existían, pero no era así, y sostenían que aquellos con los cuales se contaba no eran aplicables en ese 
lugar. 


No hubo oportunidad para poner sobre la mesa el tema del recorrido que hacen las gaviotas y que 
interfiere con las operativas del Aeropuerto de Carrasco, porque el vuelo desde su lugar natural —que es la 
Isla de las Gaviotas— hacia el espacio que se había elegido para el megabasurero estaba en línea recta 
con el curso de los aviones. Este elemento que se quiere tener en cuenta ahora, no se consideró 
anteriormente. 


Quiero dejar bien claro —pido por favor que se entienda- que no estamos en contra de la 
instalación de un basurero en la zona rural ni en la urbana de Empalme Olmos, sino que simplemente 
queremos que se construya en el lugar adecuado, donde no cause daño ni perjudique a nadie y donde 
todos podamos respirar un aire como el que hoy estamos respirando acá. Esa es nuestra intención, y no 
otra. 


Se preguntarán por qué los vecinos se movilizaron. Pues bien, cuando manifestamos las 
dificultades que este basurero nos ocasionaba, la Intendencia, sobre todo a través del Director de 
Salubridad, Higiene y Medio Ambiente, opinó todo lo contrario y eso nos generó una situación por demás 
incómoda frente a quienes teníamos que llegar con nuestro petitorio para plantear la realidad que estamos 
viviendo. Entonces, con un gran esfuerzo económico y de todo tipo fue que hicimos este recorrido. Mientras 
nosotros nos cansamos de decir que no había una correcta recolección de los líquidos, que no había una 
correcta recolección de basura, ni una correcta recolección de gases, la Intendencia opinaba todo lo 
contrario, es decir, que se estaba haciendo un tratamiento adecuado y que se estaba reciclando la basura. 
Además, decían que se estaban recogiendo los líquidos, pero si ustedes apreciaron las diapositivas que 
pasamos, habrán constatado que se trata de tajamares que lo único que hacen es contener una 
determinada cantidad de líquido que después se desborda y toma el curso de agua de Cañada Grande. 
Quisiera que vieran lo que ocurre cuando el curso de agua limpia que viene de Cañada Grande se junta 
con la que sale del basurero y va hacia el arroyo Pando; la diferencia es enorme. 


Francamente, esta realidad nos ha desbordado; nos ha costado muchísimo revertir esta situación 
y llegar hasta este punto para demostrar quién dice la verdad. Por eso hemos decidido hacer esta recorrida 
y tomar un poco de su tiempo para que puedan ver cuál es la situación real. 


SEÑOR VIERA.- ¿Quién se puede hacer responsable de que el Poder Ejecutivo nos haya prometido un 
país productivo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- De eso se trata. Luego de que ustedes se retiren, nosotros vamos a seguir 
sesionando y, tal como decía el señor Senador Bordaberry, si bien esta es la Comisión de Medio Ambiente, 
hoy está integrada con la de Vivienda y Ordenamiento Territorial, que también puede dar distintos cursos al 
asunto. En consecuencia, debatiremos internamente —es costumbre no pasar a la discusión del tema en 
presencia de la delegación— para saber cuál es el seguimiento que se dará al tema. Lo que sí podemos 
asegurarles ahora es que habrá un análisis entre nosotros. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Lo que nosotros aseguramos es que queremos quedarnos y producir en la zona. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quedó muy claro el planteo. 


SEÑOR MASINA.- Como se dijo, aquí no hay captación de gases, no hay tratamiento de lixiviados, no 
conocemos estudios de napas freáticas ni de precalificación de ningún tipo de parte del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y, así como no se ha cumplido con la Ley de 
Ordenamiento Territorial, tampoco se cumplieron las leyes N* 16.112 y N* 17.283. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Medio Ambiente y la Comisión de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial del Senado de la República tuvieron mucho gusto en recibirlos. Como les señalábamos, vamos a 
continuar con nuestra obligación y les daremos alguna respuesta cuando la tengamos. 


SEÑOR AGAZZI.- Me sumo a las palabras del señor Presidente. Ustedes, como ciudadanos, han 
destinado su tiempo a toda esta movida y es bueno que lo hagan, que den sus puntos de vista y que 
reclamen acciones de parte de los Poderes del Estado. Aquí representamos distintas cosas y, por tanto, 
hay algunos aspectos que podemos abordar y otros que no nos competen. De todos modos, quiero resaltar 
una cosa que dijo el señor Pellizza, que me parece importante. En la comisión interpartidaria de medio 
ambiente hubo un acuerdo entre los Legisladores de los Partidos Políticos que tienen representación 
parlamentaria, que concluye que el tema de los residuos sólidos está pendiente. Hay otros tipos de 
residuos, como los hospitalarios, que se están tratando por empresas especializadas, de acuerdo con una 
normativa que los concentra en el territorio y que abarca a todo el país, de modo que no lo hace cada 
Intendencia por su lado; en ese caso, se juntaron fuerzas. Sabemos que los residuos de Canelones en un 
tiempo venían a la usina N* 5 de Montevideo y que, como empezó a haber problemas allí, no pudieron 
continuar haciéndose cargo; por eso se empezaron a recibir en la Cantera Ferreira. 


Me parece que debemos pensar en cómo solucionar estos problemas de ahora en adelante, 
buscando una salida que no enfrente permanentemente a los vecinos -que no quieren recibir un lugar en 
malas condiciones- con los Poderes del Estado, que deben racionalizar los procedimientos de acuerdo con 
la normativa vigente. 


Quería decir esto a modo de reflexión, jerarquizando la importancia que tienen estas instancias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Terminamos entonces por agradecerles y señalarles que quizás la Comisión los 
contacte nuevamente —quedamos con los números telefónicos en la Secretaría— incluso para visitar el 
lugar. Esperamos tener mejores noticias. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 34 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


